PAGE  
- 19 -


[image: image1.wmf] 

 

 

CONSEJO PERMANENTE

 

OEA/Ser.G

CP/INF. 6583/12 add.1
28 diciembre 2012
Original: español
PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES
DEL “INFORME DEL GRUPO DE TRABAJO ESPECIAL DE REFLEXIÓN
SOBRE EL FUNCIONAMIENTO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS
HUMANOS PARA EL FORTALECIMIENTO DEL SISTEMA INTERAMERICANO
DE DERECHOS HUMANOS” 
/
(Presentadas por la República de Colombia)
Nota de la Misión Permanente de Colombia: [image: image2.wmf] 

 

 

CONSEJO PERMANENTE

 

http://scm.oas.org/pdfs/2012/CP29970S.pdf
PROPUESTAS DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA

PARA LA APLICACIÓN DE RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

	RECOMENDACIONES
	PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

(por favor hacer un esfuerzo para limitar la extensión de sus propuestas al máximo sugerido de 150 palabras por cada una de las recomendaciones respecto de las cuales elija pronunciarse) 


	I. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.

b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho.
c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos. 

d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos, profundizando en particular los estándares de exigibilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales.

e) Fortalecer sus mecanismos  de consulta  con todos los usuarios del sistema.

f) Continuar difundiendo periódicamente los criterios utilizados para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados.

g) Continuar difundiendo anualmente información estadística sobre las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas; el total de casos que se tramitan; el número de grupos de trabajo con que cuenta al interior la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, las funciones de éstos y el personal con que cuenta, entre otros.

h) Elaborar en el corto plazo una propuesta, en colaboración con la Secretaría General de la OEA, sobre el funcionamiento permanente de su Presidencia en la sede.

i) Incorporar todos los informes de las relatorías en un capítulo único de su informe anual.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.

c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH.

d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua.


	a) El Estado colombiano considera que el informe de incidencia debe comportar indicadores que: den cuenta no sólo del nivel de ratificaciones de los instrumentos interamericanos en materia de DDHH sino también del grado de apertura, observancia y cooperación de los Estados respecto del trabajo adelantado por la CIDH, así como de los desarrollos o avances normativos logrados  a nivel interno en virtud de dicha observancia. 
c) Tal equilibrio podría partir de una ponderación diferenciada de los contextos nacionales, útil para identificar necesidades urgentes y específicas, así como prioridades programáticas en los ámbitos de la promoción y de la protección. 

f) El Estado colombiano considera que el fortalecimiento de los recursos electrónicos dispuestos en la página de internet de la CIDH y de la OEA, incluyendo la gestión de vínculos en otros sitios de internet de similar índole, pueden contribuir a la optimización de dicha difusión.
Sobre las restantes recomendaciones a la CIDH, inscritas en la presente materia, el Estado colombiano no presenta propuestas, sin perjuicio de que las mismas puedan ser aportadas en el curso de fases posteriores del proceso.
c), d) y e) En el marco de las sesiones ordinarias de la CIDH, podría considerarse la posibilidad de destinar una audiencia/seminario anual con sede rotativa entre los Estados orientada a promover y divulgar el intercambio de experiencias exitosas y buenas prácticas. Dicho seminario podría luego documentarse en la página web de la CIDH y en el Informe Anual. Asimismo, serviría para fomentar la cooperación entre los Estados.
En cuanto a la recomendación del literal a) Colombia ya ha suscrito y ratificado todos los instrumentos jurídicos interamericanos y ha reconocido la competencia de la Corte Interamericana. 
Sobre las restantes recomendaciones a la CIDH, inscritas en la presente materia, el Estado colombiano no presenta propuestas, sin perjuicio de que las mismas puedan ser aportadas en el curso de fases posteriores del proceso.


	II. Medidas cautelares

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto.

c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo.

d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes,  un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.  

e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado. 

f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible  requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada).

g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

· Explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar. 
h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.

i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre.

j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general,  las circunstancias del caso.

k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.

l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación.
B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.


	a), g), h), i), k)  El Estado colombiano propone la siguiente base de criterios y parámetros:

· Consulta previa al Estado acerca de la situación específica que propicia la medida cautelar.

· Establecer criterios específicos para el cierre de las solicitudes de información que no devienen en medidas cautelares, tales como, inactividad procesal o inexistencia del contexto de riesgo original. 

· Fundamentación clara y suficiente de la medida cautelar, con arreglo a cada situación específica.
· La adopción de la medida cautelar  debe contener el alcance de su implementación . La CIDH debe determinar qué implica la concertación (la CIDH ha venido solicitando que las medidas adoptadas sean concertadas, sin definir el alcance de dicha concertación), de manera que no se desnaturalice su excepcionalidad para casos de inminencia del daño, gravedad y urgencia, y no se desconozcan la normativa y los procedimientos internos de los Estados, tal como lo ha previsto la Corte IDH (Resoluciones 26/08/2010 ‘19 Comerciantes’ y 08/02/2008 ‘Álvarez y otros). 

· En coherencia con el margen de discrecionalidad del que disponen los Estados para establecer los procedimientos internos para  identificar la naturaleza del riesgo y valorar su intensidad, la CIDH debe enfatizar la importancia y la pertinencia de la realización de los estudios técnicos de nivel de riesgo por parte de las autoridades nacionales competentes una vez dictada la medida, con el fin de que a nivel interno  se determine el mecanismo de protección más adecuado.

· Clara individualización y determinación de los beneficiarios (números de identificación personal, edad y lugar de residencia), incluso en casos de medidas múltiples beneficiarios. Evitar decretos de medidas donde sólo se indique en abstracto el beneficiario (ej. ‘miembros de una organización’  ‘familiares de’).
· Prueba sumaria que evidencie que el beneficiario  —o la totalidad de beneficiarios, según el caso— ha otorgado un mandato de representación al peticionario de las medidas.
· Una vigencia determinada. De manera que cuando dicha vigencia expire, expire también la medida o se proceda con su revisión. 
· Causales específicos para el levantamiento de medidas, tales como, por ejemplo, anomalías en la representación, negativa injustificada de los beneficiarios a recibir las medidas proporcionadas por el Estado, mal uso del esquema de implementación de las medidas, etc. 

d) y e) Establecer un Plan de Trabajo y un cronograma con los Estados para realizar una revisión progresiva de las medidas cautelares vigentes, teniendo por objeto la individualización de los beneficiarios y la evaluación en cuanto a la condición del beneficiario y su situación de riesgo, hacia el eventual levantamiento de las mismas.

a) En el marco de las sesiones ordinarias de la CIDH, podría considerarse la posibilidad de destinar una audiencia/seminario anual con sede rotativa entre los Estados orientada a promover y divulgar el intercambio de experiencias exitosas y buenas prácticas. Dicho seminario podría luego documentarse en la página web de la CIDH y en el Informe Anual. Así mismo, podría procurarse la institucionalización de un intercambio de experiencias entre Estados que comporten una similitud en el número de medidas cautelares, con el fin de identificar los mecanismos de implementación e intercambiar los métodos de respuesta y los resultados en materia de gestión.
b) Resultaría apropiado esclarecer los términos  (mínimos y/o máximos) de lo que ha de entenderse por concertación en el marco de la implementación de medidas cautelares, considerando que la naturaleza de las medidas es la de evitar la ocurrencia de un daño irreparable (artículo 63.2 de la CADH) y no la de resolver cuestiones de fondo o reparar. La ‘ concertación’ debería entenderse como un proceso distinto al que se realiza en los procesos de cumplimiento de recomendaciones y/u órdenes del SIDH.
Resultaría importante elevar la consulta ante la Corte para definir los elementos del procedimiento desde el momento mismo de la formulación de una solicitud de información por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, incluyendo el cierre de estos trámites, la justificación del por qué de la adopción de una medida y la definición de elementos concretos relativos a la temporalidad de este tipo de medidas y a la obligación de la CIDH de responder toda solicitud que haga el Estado sobre la vigencia de una medida. Por lo demás, sería importante que se definan las coincidencias entre las medidas provisionales y cautelares en el Sistema Interamericano lo que permitiría establecer con claridad que los criterios desarrollados por la Corte son aplicables en el caso de las medidas cautelares como el hecho de que es aplicable el principio de complementariedad a este tipo de medidas. Debe evitarse en cada caso que exista una colisión de competencias sobre un mismo hecho.
Sobre las restantes recomendaciones a la CIDH, inscritas en la presente materia, el Estado colombiano no presenta propuestas, sin perjuicio de que las mismas puedan ser aportadas en el curso de fases posteriores del proceso.


	III. Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.

b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos,  incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal. 

c) Poner en práctica, plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.

d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo.

e) Establecer mecanismos  para determinar e individualizar a las presuntas víctimas.

f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iniciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro.

g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iniciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal.

h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas.

i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto. 

j) Otorgar plazos y prórrogas, razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.

k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas  a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos.

l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH. 

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	a) Que la CIDH establezca un protocolo para lograr la individualización e identificación de las víctimas en el marco del sistema de tramitación de los casos y peticiones individuales. Lo anterior, con el objetivo de que los Estados desde el inicio del trámite conozcan las presuntas víctimas y sea más fácil la búsqueda de información en las Entidades. 
La CIDH debe realizar un análisis riguroso acerca de las  excepciones contempladas en la CADH sobre el  agotamiento de los recursos internos. Especialmente en lo que corresponde a la calificación de ‘retardo injustificado’ ,tener en cuenta el alcance jurídico y el  contexto de cada caso.

b)  Modificar el artículo del Reglamento de la CIDH que contempla el archivo de las peticiones o casos, dado que con el que se cuenta a la fecha, la CIDH ha optado por desarchivar casos que ya contaban con informe de archivo de meses o años atrás. En este sentido, el archivo debe considerarse como una etapa de cierre de una petición o caso ante el SIDH, por lo que no es posible que se vuelva a abrir a debate en aras de la certeza jurídica. La modificación de las disposiciones sobre el archivo de las peticiones ante la CIDH debe incluir el criterio de la larga inactividad procesal por parte de los peticionarios para proceder con el mismo, así como los criterios para ordenar el desarchivo. 

c) Reducir a tres meses el período de registro y notificación al Estado concernido (objetivo contenido en el Plan Estratégico de la CIDH), y establecer plazos razonables, equivalentes a los otorgados a los peticionarios , de cara a la situación que se debe documentar. El mecanismo de plazos cortos y prórrogas desgasta administrativamente y por igual al Estado, a los Peticionarios y a la CIDH. Cuando se trate de peticiones que llevan años sin ser atendidas, antes de la notificación al Estado, la CIDH debe solicitar la correspondiente actualización de los hechos. Cuando se trate de solicitudes de larga inactividad procesal, los plazos deben ser conformes a la posibilidad de los Estados para actualizar su información en cada caso concreto.
d) Revisar el artículo del Reglamento de la CIDH que contempla el mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo, toda vez que el mismo puede llegar a afectar derechos procesales tanto del Estado como de las presuntas víctimas. El Estado colombiano considera que con ello, no se verían afectados los derechos de las presuntas víctimas, sino por el contrario se garantiza un proceso riguroso, teniendo en cuenta que el propio trámite (Reglamento) de la CIDH establece dos etapas, una de admisibilidad y otra de fondo, distinción reflejada entre la evaluación que debe realizar la Comisión a los fines de declarar una petición admisible y la evaluación requerida para establecer una violación.
Concebir mecanismos de comunicación más eficientes que reduzcan el intercambio de los escritos entre Estados y peticionarios. 

Sobre las restantes recomendaciones a la CIDH, inscritas en la presente materia, el Estado colombiano no presenta propuestas, sin perjuicio de que las mismas puedan ser aportadas en el curso de fases posteriores del proceso.


	IV. Soluciones amistosas

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también, de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo.

d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.

e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc. Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración.

f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.
Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	a)  Ampliar progresivamente la Unidad de Soluciones Amistosas recientemente creada y garantizar una intervención más  activa de la CIDH . Determinar el papel de la CIDH en la elaboración de soluciones amistosas y el efecto de su no aval.

El Estado colombiano espera que el rol más activo de  la CIDH en las soluciones amistosas , se pueda traducir en una intervención en todas las etapas procesales  y no sea una facultad potestativa.
c) La disponibilidad y uso del mecanismo podría verse fortalecida en la medida en que se codifique que las actas o acuerdos de entendimiento para la búsqueda de soluciones amistosas, suscritas entre peticionarios o víctimas y el Estado, no son reconocimientos ipso facto de la responsabilidad internacional del Estado para la Comisión y el Sistema Interamericano en su conjunto. 

d) Establecer un tiempo determinado para que se produzca un informe de situación amistosa una vez las partes hayan notificado el acuerdo alcanzado.

Sobre las restantes recomendaciones a la CIDH, inscritas en la presente materia, el Estado colombiano no presenta propuestas, sin perjuicio de que las mismas puedan ser aportadas en el curso de fases posteriores del proceso.


	V. Criterios para la elaboración del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región

a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.

c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.
	a) El Estado Colombiano valora positivamente la disposición de la CIDH de perfeccionar los criterios del capítulo IV, en particular en lo que respecta a los criterios y mecanismos alternativos para la salida del mismo.

b) El Informe debe estar fundado en los principios de universalidad, imparcialidad, objetividad y no selectividad, con una visión más constructiva, consultando fuentes estatales y no estatales y propias del SIDH (incluyendo la información con la que cuentan los relatores y la recopilada a través de las visitas in loco). El Estado colombiano considera que el  Informe, en particular su Capítulo IV, debe comprender las diferentes problemáticas en el hemisferio, así como los esfuerzos de mejoramiento que han hecho los países. 
c) El  informe de Capítulo IV debe tener una visión omnicomprensiva del hemisferio que favorezca una mirada integral a la situación de los países y contribuya la adopción o fortalecimiento de políticas públicas, lo cual sólo se logra a través de una aproximación constructiva que no haga señalamientos sino evaluaciones de todos los países que incluya indicadores del grado de compromiso con el Sistema y que evidencien el por qué una situación puede o no ser de preocupación para el Sistema Interamericano. De análoga manera que incluya recomendaciones para una superación conjunta de los problemas.

Este Informe hemisférico debe permitir: i) analizar la situación de todos los Estados  de  la OEA; ii) concentrar y enfocar acciones propositivas de promoción y cooperación, que contribuyan a enfrentar los desafíos que se plantean a nivel de los Estados; y iii) sustentar la acción de la CIDH de acuerdo con las necesidades reales de los Estados y del Hemisferio. 
El sistema podría tomar la experiencia exitosa de la relatoría para la Libertad de Expresión en la elaboración de informes acerca de la situación de todos los países del hemisferio. Sólo a partir de una visión integral se puede lograr una mayor conciencia de los derechos humanos en los países que supere el estadio del señalamiento contribuyendo al cambio, diseño y fortalecimiento de políticas públicas. Esta aproximación resultaría provechosa y productiva. Para tal fin, a manera de transición se sugiere explorar mecanismos rotativos de evaluación que permitan  la universalidad de éste capítulo.


	VI. Promoción de los derechos humanos

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.

b) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.

c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas.

d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo. 

e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas.

f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.

g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros.

	a), b) La CIDH debe otorgar especial importancia a las tareas de promoción. En tal sentido, podría considerarse la posibilidad de diseñar e implementar acciones tendientes a la promoción de los Derechos Humanos con especial énfasis en el fortalecimiento de los aparatos judiciales nacionales. Lo anterior, en equilibrio con la función de Defensa de los Derechos Humanos en los Estados Miembros.
c) Estos acuerdos de colaboración deben permitir el intercambio de experiencias, y el fomento de las capacidades y otros desarrollos entre los Estados.
d) Avanzar en foros temáticos que se desarrollen en los Estados. El Sistema debe descentralizarse. Estos acercamientos, permiten fortalecer el sistema en la región y avanzar hacia una cultura en Derechos Humanos.
f) Fortalecimiento del IIDH para soporte en el tema de capacitación a funcionarios públicos.  
a) En el marco de las sesiones ordinarias de la CIDH, podría considerarse la posibilidad de destinar una audiencia/seminario anual con sede rotativa entre los Estados orientada a promover y divulgar el intercambio de experiencias exitosas y buenas prácticas. Dicho seminario podría luego documentarse en la página web de la CIDH y en el Informe Anual. 
Podría resultar beneficioso crear espacios (conferencias jurídicas, foros y/u otros) en el que los Estados puedan intercambiar ideas y compartir los más frecuentes y usuales obstáculos y desafíos en la implementación de recomendaciones y/u órdenes.


	VII. Fortalecimiento financiero del SIDH

A. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados.

b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.

c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).

d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras. 

B. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.

b) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. 

c) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.

C. Recomendación al Secretario General de la Organización

a) Elaborar y presentar una propuesta que planteé  estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.


	a), b), y c) El Estado colombiano efectuará los estudios pertinentes con miras a evaluar la posibilidad de incrementar las contribuciones regulares y voluntarias.

d) El Estado colombiano apoya esta iniciativa, y expresa su voluntad, a la CIDH, en querer hacer parte de este grupo técnico. Así mismo sugiere revisar diversas opciones para operativizar el Fondo Oliver Jakman. 

e) El Estado colombiano exhorta a los demás E·stados a aumentar sus contribuciones dirigidas al fortalecimiento del SIDH. 
La distribución del presupuesto entre las relatorías debe tender a su aumento y en ningún caso a su disminución. 
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�.	 La documentación del Consejo Permanente sobre este proceso de reflexión puede consultarse visitando el siguiente enlace: � HYPERLINK "http://www.oas.org/consejo/sp/reflexion.asp" ��http://www.oas.org/consejo/sp/reflexion.asp�
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